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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO SÉPTIMO CIVIL DEL CIRCUITO  

 

Bogotá D.C., cuatro (4) de diciembre de dos mil veintitrés (2023) 

Referencia:   Acción Popular 
Radicado:  110013103-007-2019-00124-00 
Demandante: LUIS ALFREDO CUADROS RODRÍGUEZ  
Demandada:  LA ESTACIÓN GOURMET S.A.S. y BAVARIA S.A. (ahora 

BAVARIA & CIA S.C.A. 

 
Corresponde a este juzgado, una vez agotado el trámite que le es propio a la 
instancia, proferir sentencia en el proceso del epígrafe. 
 
I. ANTECEDENTES: 
 
Pretensiones: 
 
La parte actora, mediante escrito que por reparto correspondió a este despacho 
promovió la acción de la referencia, cuyo fin es que previo el trámite establecido en 
la Ley 472 de 1998, para las acciones populares, se decreten las siguientes 
pretensiones: 
 

1. “Declarar a LA ESTACIÓN GOURMET S.A.S., propietaria de los establecimientos de 
comercio denominados LA ESTACIÓN GOURMET S.A.S., por medio de su publicidad 
exterior de sus promociones de ser responsable por omitir el cumplimiento de la ley 30 de 
1986 y ley 124 de 1994 y en particular con relación a la información y publicidad de las 
mismas y permitir la violación de los derechos a la seguridad y salubridad públicas, los 
derechos de los consumidores y el desarrollo armónico e integral de los niños. 
 

2. Ordenar a LA ESTACIÓN GOURMET S.A.S. y la sociedad y BAVARIA S.A. a la corrección 
de su omisión mediante una publicación/o publicidad exterior de igual nivel donde se aclare 
su yerro y omisión acerca de la publicidad de la bebida alcohólica CERVEZA MILLER LITE, 
y se expongan las leyendas. 
 

3. Ordenar a LA ESTACIÓN GOURMET S.A.S., por intermedio de su publicidad en sus 
establecimientos de comercio y la sociedad BAVARIA S.A. abstenerse de realizar 
publicidad de la bebida alcohólica del producto CERVEZA MILLER LITE, sin dar 
cumplimiento a las disposiciones vigentes. 
 

4. Que se condene a LA ESTACIÓN GOURMET S.A.S. y BAVARIA S.A. a pagar al aquí 
demandante el incentivo contemplado en los artículos 1005 y 2359 del Código Civil en una 
cantidad proporcional al daño y al beneficio que representa para la empresa antes señalada 
frente al perjuicio causado a la comunidad en general (…)”.  

 
Hechos: 
 
Como fundamentos fácticos se enunciaron los que pasarán a señalarse: 
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Describió que la sociedad LA ESTACIÓN GOURMET S.A.S., al desarrollar su 
objeto social de comercializar productos alimenticios y expendio de comidas, 
incurrió en la violación de los preceptos contemplados en la Ley 124 de 1994 y la 
Ley 30 de 1986, al promocionar en sus establecimientos de comercio que los 
viernes, sus clientes podrían disfrutar del consumo de alitas de pollo, acompañadas 
por dos (2) CERVEZAS MILLER LITE, comercializadas por BAVARIA S.A., sin que, 
respecto de este último producto, en la mentada publicidad se hiciera alusión a las 
leyendas que dichos cuerpos normativos exigen para ello. Adujo entonces que, al 
omitir en la publicidad de dicho producto alcohólico, cuyo Registro Sanitario 
expedido por el INVIMA es el 2013L-0006706, promueve su consumo en menores 
de edad, lo que, según estimó, lo faculta para defender los derechos de dicha 
colectividad. 
 
Trámite procesal:  
 
La demanda de la referencia se admitió mediante proveído calendado 18 de marzo 
de 2019, en el que dispuso tramitar este asunto de conformidad con lo previsto en la 
Ley 472 de 1998, correr traslado al extremo pasivo por el término de diez (10) días, 
además de informar al Ministerio de Salud y Protección Social, al Instituto Nacional 
de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos – INVIMA, como entidades 
administrativas encargadas de proteger los derechos colectivos presuntamente 
afectados. Finalmente, se ordenó comunicar al Ministerio Público para que 
interviniera en el proceso (fl. 51 digital. Reg. 01). 
 
La Procuraduría General de la Nación se pronunció sobre el particular mediante 
memorial fechado 26 de abril de 2019, argumentando que la carga de la prueba 
respecto de la presunta trasgresión de los derechos indicados en el libelo 
corresponde al actor, ratificando la necesidad de cumplimiento de las consignas 
estipuladas en las normas que regulan la materia cuando corresponda. (fls. 61 a 65 
dig.). 
 
Por su parte, BAVARIA & CIA S.C.A., antes BAVARIA S.A., esgrimió en su 
contestación que parte de las marcas que antes distribuía, como la denominada 
MILLER LITE, y sobre la que parte del litigio se sustenta, fueron cedidas a la Central 
Cervecera de Colombia S.A.S., por temas de competencia. A continuación, puso en 
duda el origen de la publicidad confutada, sobre la cual precisó, no se tiene claro 
cuál es su origen, o si es veraz. Adujo, además que, respecto a las obligaciones 
surgidas de la ley, en cuanto a la mención de la proclama contenida en la Ley 30 de 
1986 y la Ley 124 de 1994, ha procurado su cumplimiento cabal, el cual ha sido 
desarrollado y apoyado a través de sus empleados. Precisó, a la par, que no ejerce 
control alguno sobre el establecimiento de comercio de propiedad de la sociedad LA 
ESTACIÓN GOURMET S.A.S., así como rebatió los objetivos con los que fundó el 
actor su acción, los cuales los limita como meramente económicos.  
 
Así las cosas, planteó como excepciones de mérito las denominadas como “falta de 
legitimación por pasiva”, “ausencia de los presupuestos sustanciales para la 
prosperidad de la acción popular”, “nadie está obligado a lo imposible (ad 
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impossibilia nemo tenertur)”, “carencia actual de objeto: inexistencia de la conducta 
que amenace o vulnere el derecho colectivo” e “improcedencia del pago del 
incentivo”. Estas las fundamentó indicando que la acción de marras debió ser 
dirigida exclusivamente contra LA ESTACIÓN GOURMET S.A.S., al ser la 
propietaria de su establecimiento de comercio, sin que esa sociedad tuviese control 
sobre este último. Explicó entonces que al actor le faltó demostrar el daño y su 
ocurrencia, además de aclarar que este debe ser real, inminente y concreto, de 
acuerdo con lo establecido a través de la jurisprudencia del Consejo de Estado. 
Indicó que ha cumplido con las obligaciones estipuladas en la ley, y que le es 
imposible dar cuenta de su observancia en la basta cadena de comercialización que 
sostiene. Con todo, indicó que como no fabrica ni comercializa el producto sobre el 
que se funda la acción, no existe vulneración alguna de los derechos reclamados 
con la acción. Finalmente arguye que el pago del incentivo es improcedente, debido 
a que la Ley 1425 de 2010 derogó todas las disposiciones que trataban sobre el 
tema, además que los artículos citados por el demandante, respecto de ello, no 
tienen correspondencia con el tema que aquí se desarrolla. 
 
De otro lado, LA ESTACIÓN GOURMET S.A.S., al dar respuesta a la demanda, 
declaró su oposición a la totalidad de las pretensiones incoadas, manifestando que 
las acusaciones que le son endilgadas por el actor son infundadas, máxime si la 
fotografía con la que pretende demostrar el presunto hecho dañoso no evidencia 
fecha ni lugar de su captura, ni mucho menos que la publicidad retratada haga 
referencia a dicha sociedad. En ese orden, alegó que la acción carece de sustento 
documental, por lo que se opuso a la totalidad de las pretensiones erigidas a través 
de esta. Adujo entonces que no ha realizado nunca publicidad interior ni exterior 
respecto del producto alcohólico mencionado en el libelo y que, en la actualidad, 
debido a la emergencia sanitaria procurada por la pandemia, cerró todos sus 
establecimientos de comercio. Finalmente, discutió respecto del incentivo requerido 
por el actor popular que la norma donde este se halla consagrado fue derogada, 
adicionando a ello que no existen pruebas válidas y concretas que demuestren la 
trasgresión denunciada por este. Por tanto, esbozó como excepciones de mérito las 
llamadas “falta de legitimación en la causa por pasiva”, “improcedencia del 
reconocimiento de incentivo al demandante” y “carencia actual de objeto por hecho 
superado”. 
  
En la misma senda, el Ministerio de Salud y Protección Social se opuso a las 
pretensiones tendientes a condenar a esa entidad, argumentando que dentro de sus 
funciones no existe la de inspección vigilancia y control de la publicidad de bebidas 
alcohólicas, siendo estas funciones exclusivas del INVIMA, que es una entidad 
adscrita a esa cartera ministerial, pero completamente independiente de esta. En 
ese sentido, indicó que esta última no se encuentra encargada de la supervisión y 
verificación del contenido de la publicidad sobre bebidas alcohólicas, sino que esta 
labor debe ser realizada por el titular de cada registro sanitario que las aluda.  
 
Finalmente, el Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos – 
INVIMA indicó en su contestación que, por medio de la Secretaría Distrital de Salud, 
realizó una visita al lugar de funcionamiento de la sociedad LA ESTACIÓN 
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GOURMET S.A.S., en aras de verificar el cumplimiento de la reglamentación 
sanitaria vigente, hallando que en dicho lugar ya no funciona esta última sino un 
negocio distinto, cuya actividad no guarda relación con la que inicialmente 
emprendía la encartada.  
 
Así las cosas, reunidos todos los presupuestos procesales, se dio lugar a la 
audiencia de pacto de cumplimiento el 5 de diciembre de 2022, en la que no hubo 
voluntad de las partes para suscribirlo, y en el que se dio paso a la etapa probatoria.  
 
Posteriormente, al finalizar dicha etapa, se corrió traslado a las partes para que 
alegaran de conclusión, mediante auto fechado 17 de enero de 2023. 
 
II. CONSIDERACIONES: 
  
La Acción Popular  
 
De acuerdo con las previsiones del artículo 88 de la Constitución Política y lo 
señalado por el artículo 2º de la Ley 472 de 1998, las acciones populares son los 
instrumentos para la protección de los derechos e intereses colectivos y se ejercen 
para evitar el daño contingente, cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o 
agravio sobre los derechos e intereses colectivos, o restituir las cosas a su estado 
anterior cuando fuere posible; dichos medios constitucionales resultan procedentes 
contra toda acción u omisión de las autoridades públicas o de los particulares, que 
hayan violado o amenacen violar los derechos e intereses colectivos de 
conformidad con el artículo 9º ejusdem. 
 
Desde el punto de vista procedimental, la acción popular se erige como un 
mecanismo célere y preferencial de protección de los derechos colectivos violados o 
amenazados por una acción u omisión de una autoridad o un particular y puede 
ejercerse ante el juez civil o administrativo, teniendo en cuenta la naturaleza de la 
función desarrollada por la persona o funcionario que ocasionó el daño al interés o 
derecho comunitario, acudiéndose al efecto, al factor subjetivo, presupuestos estos 
que al relacionarlos con este asunto, determinan que la competencia se radica en 
este despacho.  
 
Para que sea procedente esta acción, decantada jurisprudencia ha precisado que 
debe existir un interés colectivo que se encuentre ante un daño contingente, 
amenazado, en peligro o vulnerado por una acción u omisión de las autoridades o 
de los particulares.  
 
Respecto a tal circunstancia el Consejo de Estado ha señalado: 
 

“(…) si bien la lista de intereses o derechos colectivos mencionados por el artículo 88 de la 
Constitución no es taxativa, la acción popular sólo procede para la protección de aquellos 
intereses o derechos calificados como colectivos por la Constitución, la ley, o por los 
tratados internacionales celebrados por Colombia” (Sentencia de 29 de junio de 2000, M.P.: 
Dr. Alier Eduardo Hernández Enríquez, Rad. AP-001). 
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Se requiere además que la acción se encuentre dirigida contra el particular, persona 
natural o jurídica, o la autoridad cuya actuación u omisión se considere que 
amenaza o viola el interés colectivo, lo que supone que tal acción u omisión debe 
ser probada por el actor popular, o que en el proceso pueda establecerse de cuál 
acción u omisión se trata. 
 
De acuerdo con los anteriores derroteros, los supuestos sustanciales para que 
proceda la acción popular son: una acción u omisión de la parte demandada, un 
daño contingente, peligro, amenaza, vulneración o agravio de derechos o intereses 
colectivos, peligro o amenaza que no es en modo alguno el que proviene de todo 
riesgo normal de la actividad humana y la relación de causalidad entre la acción u 
omisión y la señalada afectación de tales derechos e intereses; dichos supuestos 
deben ser demostrados de manera idónea. 
 
Bajo ese panorama, la pretensión del actor se contrae a la protección de los 
derechos colectivos de los menores de edad, al considerar que se trasgredieron al 
ofrecerse productos elaborados por el restaurante encartado junto con la CERVEZA 
MILLER LITE, sin incluir las leyendas exigidas por la Ley 30 de 1986 y la Ley 124 
de 1994, referentes a la publicidad de bebidas alcohólicas. 
 
En ese orden de ideas, lo primero que debe hacerse es identificar si dicha 
pretensión compete a la órbita del Juez Constitucional, y de ser así, si las 
sociedades LA ESTACIÓN GOURMET S.A.S. y BAVARIA & CIA S.C.A., antes 
BAVARIA S.A., están vulnerando los derechos de los consumidores al omitir incluir 
la leyenda requerida en la mentada publicación. 
 
El artículo 2º de la Ley 472 de 1998 consagra que las acciones populares son 
medios procesales para la protección de derechos e intereses colectivos, entre los 
que se encuentran, según la lista contemplada en el artículo 4º ibidem, los derechos 
de los consumidores y usuarios. 
 
Tales derechos se encuentran estipulados en la Ley 1480 de 2011 (Estatuto del 
Consumidor), siendo uno de ellos que el usuario obtenga: 
 

“…información completa, veraz, transparente, oportuna, verificable, comprensible, precisa e 
idónea respecto de los productos que se ofrezcan o se pongan en circulación, así como 
sobre los riesgos que puedan derivarse de su consumo o utilización, los mecanismos de 
protección de sus derechos y las formas de ejercerlos”.  

 
En lo tocante a la comercialización y publicidad de las bebidas alcohólicas, es 
necesario tener en cuenta que, por su naturaleza, se reguló su consumo a través de 
varias disposiciones expedidas a lo largo del tiempo. La primera en abordar el tema 
es la Ley 30 de 1986, tantas veces mencionada, que en su artículo 16 estableció:  
 

“En todo recipiente de bebida alcohólica nacional o extranjera deberá imprimirse, en el 
extremo inferior de la etiqueta y ocupando al menos una décima parte de ella, la leyenda: 
‘El exceso de alcohol es perjudicial para la salud’. 
 
“En la etiqueta deberá indicarse además, la gradación alcohólica de la bebida”. 
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Igualmente, el artículo 18 de la misma disposición limitó su comercialización, al 
disponer que: 
 

“No se autorizará la venta de licores, cigarrillo y tabaco que no contengan las leyendas 
prescritas en los artículos 16 y 17 de este Estatuto”. 

 
Posteriormente, y en búsqueda de la protección a los menores de edad, el 
legislador profirió la Ley 124 de 1994, mediante la cual prohibió el expendio de ese 
tipo de bebidas a los menores de edad, y dispuso, en su artículo tercero que la 
publicidad dedicada a estos productos debe hacer referencia expresa a la mentada 
prohibición.  
 
Finalmente, el Decreto 1686 de 2012, “por el cual se establece el reglamento 
técnico sobre los requisitos sanitarios que deben cumplir para la fabricación, 
elaboración, hidratación, envase, almacenamiento, distribución, transporte, 
comercialización, expendio, exportación e importación de bebidas alcohólicas 
destinadas para consumo humano”, a través de sus artículos 53 y 54, reguló la 
publicidad de las bebidas alcohólicas en el país, de la siguiente manera:  
 

“Artículo 53.- Publicidad de Bebidas Alcohólicas. La publicidad de bebidas alcohólicas no 
requerirá de autorización previa por parte del INVIMA. En todo caso, toda publicidad deberá 
sujetarse a los requisitos del presente capítulo y cumplir las condiciones con las cuales fue 
concedido el registro sanitario.  
 
“Artículo 54.- Requisitos de la publicidad, Toda publicidad e información de las bebidas 
alcohólicas debe orientarse a la protección de la vida, la salud y la seguridad humana y 
deben cumplir con los siguientes requisitos: 1. Declarar las leyendas "Prohíbase el 
expendio de bebidas embriagantes a menores de edad" y "El exceso de alcohol es 
perjudicial para la salud". 2. La declaración de las leyendas obligatorias para la publicidad 
de bebidas alcohólicas debe ser clara, comprensible, visible, legible, en contraste y el audio 
emitido a la misma velocidad que el resto de la pieza publicitaria, según corresponda. 3. La 
ubicación de las leyendas sanitarias en un material publicitario debe ser de forma horizontal 
y ser leída de igual manera.  
 
Parágrafo.- Se exceptúa del cumplimiento de los requisitos señalados en el presente 
artículo a los recordatorios de marca” (Subrayas fuera de texto). 

 
En ese orden de ideas, toda publicidad destinada para tal fin debe cumplir con lo 
prescrito en las tres disposiciones normativas, como garantía de los derechos con 
los que cuentan los menores de edad, tal y como lo hace ver el demandante.  
 
Ahora bien, descendiendo al caso sub examine, y fundamentando que la única 
prueba allegada por la parte actora fue una fotografía en la cual se anuncia que 
“Los Viernes disfruta de 2 CERVEZAS Y ALITAS $20.000” (sic) y se grafican dos 
imágenes de los correspondientes productos, es necesario indicar con anticipación 
que las pretensiones elevadas en la demanda no están llamadas a prosperar, y que 
por tanto serán negadas. 
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Inicialmente, este despacho encuentra probada la excepción de “falta de 
legitimación en la causa por pasiva”, interpuesta por la demandada LA ESTACIÓN 
GOURMET S.A.S., teniendo en cuenta que, aun cuando es procedente la aplicación 
de lo establecido en el artículo 56 del Decreto 1686 de 20121, siendo dicha 
compañía, presuntamente, una comercializadora del producto sobre el que recae la 
acción, lo cierto es que no se logró demostrar de manera concreta e incontrovertible 
que esta última hubiera incurrido, como lo bien lo atribuyera el actor, en las 
conductas lesivas de los derechos que este reclama.  
 
Para el efecto, nótese como en el único medio probatorio adosado por el actor 
popular se da cuenta de una promoción comercial cualquiera, sin que se denote por 
ello o por sus afirmaciones que sea la sociedad atrás mencionada quien la ofertó. 
Agréguese además que tampoco existe fecha cierta de cuándo fue capturada la 
imagen, así como, de contera, no se tiene noción temporal de la mencionada oferta 
ni de su vigencia, por lo que los argumentos planteados en el libelo carecen de 
sustento para endilgar la responsabilidad de cumplimiento de las normas citadas a 
la citada compañía. 
 
Por otro lado, respecto de BAVARIA & CIA S.C.A., antes BAVARIA S.A., pese a que 
esta alegó igualmente una “falta de legitimación en la causa por pasiva”, no la 
demostró conforme le correspondía. Estímese entonces que, aunque precisó que 
cedió la marca MILLER LITE a otra fabricante del mercado nacional, no lo probó, 
sino que aportó otros anexos a su contestación atinentes a otro producto bajo su 
control. Ello deriva en que no se controvirtiera su titularidad sobre el registro 
sanitario N° 2013L-0006706, relacionado con la marca del producto pábulo de la 
acción, por lo que se entiende como cierto tal hecho.  
 
No obstante de ello, la excepción planteada por esta última demandada y 
denominada “ausencia de los presupuestos sustanciales para la prosperidad de la 
acción popular”, contrario a lo anterior, sí se encuentra probada por este estrado, 
teniendo en cuenta que lo allí esgrimido tiene completa concordancia con los 
supuestos fácticos encontrados en el plenario. El libelista argumenta que no se 
encontró demostrado el daño o la amenaza a los derechos colectivos reclamados 
por el demandante, toda vez que no presentó prueba alguna donde se evidenciaran 
los mismos. 
 
Al respecto, el Consejo de Estado ha establecido que: 
 

“…[l]a acción popular tiene un papel preventivo y/o remedial de protección de derechos e 
intereses colectivos, cuando quiera que estos se ven amenazados o están siendo 
vulnerados, pero en uno y otro evento, tanto la amenaza como la vulneración, según el 
caso, deben ser reales y no hipotéticas, directas, inminente concretas y actuales, de 
manera tal que en realidad se perciba la potencialidad de  violación del derecho colectivo o 
la verificación del mismo, aspectos todos que deben ser debidamente demostrados por el 

 
1 El cual prevé que la “…Responsabilidad de la publicidad. Los titulares de registro sanitario, fabricantes, 
envasadores, importadores, distribuidores y comercializadores que realicen cualquier tipo de publicidad, serán 
responsables del cumplimiento de lo establecido en el presente reglamento técnico”. 
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actor popular, quien conforme a lo dispuesto en el artículo 30 de la Ley 472 de 1998, tiene 
la carga de la prueba”2. 
 

Así las cosas, de la revisión del expediente, efectivamente no se encontró prueba 
alguna del daño discutido, toda vez que lo único referente al consumo de alcohol es 
lo plasmado en los folios digitales 40 a 45 del registro 01, donde está contenido el 
libelo introductorio, que no son más que citaciones de varias fuentes de internet, 
que no muestran la posible amenaza o daño endilgado a los demandados. 
 
Pero es que adicional a lo expuesto, no es clara siquiera la existencia de 
vulneración alguna de un derecho o interés colectivo, pues la demanda se 
encuentra sustentada en una falacia, esto es, en un aparente silogismo que guarda 
solo la estructura lógica, pero que no lo es en realidad, y específicamente lo hace 
apelando a una verdad, pero cuya existencia no conlleva necesariamente a la 
conclusión pretendida en el argumento demandatorio. En este caso se esgrime una 
premisa verdadera, cual es el daño que el alcohol puede hacer en los menores de 
edad y en la sociedad en general, pero es una falacia porque el solo hecho de que 
la pieza publicitaria objeto de contradicción sí hubiera contenido la leyenda que el 
demandante echa de menos, no hubiera conllevado a ninguna mejoría en los 
indicadores de consumo de alcohol aducidos por la parte actora, o por lo menos no 
se encuentra ninguna prueba sobre el particular. A lo sumo entonces, la ausencia 
de las aludidas leyendas constituiría eventualmente una vulneración administrativa, 
que podría conllevar a las sanciones legales, pero no a la vulneración de un 
derecho colectivo de protección constitucional.  
 
En consecuencia, la excepción denominada “carencia actual de objeto: inexistencia 
de la conducta que amenace o vulnere el derecho colectivo”, elevada también por 
BAVARIA & CIA S.C.A., antes BAVARIA S.A., está llamada a prosperar. 
 
Finalmente, en cuanto al reconocimiento del incentivo reclamado por el 
demandante, a pesar que no tenga lugar al no haber triunfado a través de lo 
pretendido, cabe anotar que la Ley 1425 de 2010 enhorabuena derogó los artículos 
39 y 40 de la Ley 472 de 1998, los cuales daban derecho a recibir incentivos por el 
triunfo de la acción popular, pero que estuvieron muy lejos de su razón de ser y que 
se convirtieron en un claro ánimo de lucro por parte de los accionantes, normas  
que además derogaron todas las que fuesen contrarias a lo dispuesto en dicho 
cuerpo normativo, por lo que no habría lugar al pago de los mismos.  
 
Tampoco se impondrán costas al demandante, pues pese a la falta de prosperidad 
de la acción, no se demostró que esta hubiera sido presentada con temeridad, a 
tenor de lo dispuesto en el artículo 38 de la Ley 472 de 1998. 
 
En mérito de lo expuesto el JUZGADO SÉPTIMO CIVIL DEL CIRCUITO DE 
BOGOTÁ D.C., administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por 
autoridad de la ley, 

 
2 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo, sección primera. Sentencia del 18 de abril de 2007. Rad. 
41001-23-31-000-2004-00425-01 (AP). M.P. Rafael Ostau De Lafont Pianeta.  



 
JUZGADO SÉPTIMO CIVIL DEL CIRCUITO 

 

__________________.  
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III. RESUELVE 
 
PRIMERO: DECLARAR probadas y fundadas las excepciones denominadas “falta 
de legitimación en la causa por pasiva”, “ausencia de los presupuestos sustanciales 
para la prosperidad de la acción popular” y “carencia actual de objeto: inexistencia 
de la conducta que amenace o vulnere el derecho colectivo”, propuestas por pasiva, 
sin que sea necesario pronunciarse sobre los restantes medios defensivos, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 282 del Código General del Proceso. 
 
SEGUNDO: NEGAR como consecuencia de la anterior declaración, el amparo 
constitucional de los derechos e intereses colectivos que por esta vía solicitó el 
señor LUIS ALFREDO CUADROS RODRÍGUEZ en contra de las sociedades LA 
ESTACIÓN GOURMET S.A.S. y BAVARIA & CIA S.C.A., antes BAVARIA S.A., por 
las razones desarrolladas en la parte motiva de esta providencia. 
 
TERCERO: COMUNICAR a las partes vinculadas a la presente acción de la 
decisión proferida en esta instancia. Ofíciese.  
 
CUARTO: Sin condena en costas. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE         

                  
Firma autógrafa mecánica escaneada 

Providencia notificada por estado No. 163 del 5-dic-2023 

 
CARV 


